
La nueva cotización de parte
del empleador que impuso la
reforma de pensiones elevará
los costos para todas las empre-
sas, pero el impacto de dicho
ajuste en las operaciones y re-
sultados anuales no será igual
para cada compañía. Una de las
claves para cuantificar qué tan
“doloroso” será el costo laboral
de la nueva ley en las planillas
de gastos es el tope imponible,
que establece un monto límite
—expresado en UF— respecto
del cual se realizan los descuen-
tos legales.

Actualmente, el tope impo-
nible se encuentra en unos
$3,4 millones (87,8 UF), lo que
quiere decir que la contribu-
ción de 17,5% que fija la legis-
lación solo se aplica respecto
de dicho valor, aun cuando la
remuneración total del coti-
zante sea mayor.

De acuerdo con Joaquín Ra-
mírez, líder de Wealth en Mer-
c e r C h i l e ( f i r m a p a r t e d e
McLennan), esta normativa
implica que, en el corto plazo,
el ajuste que impone la reforma
sobre la actual estructura de
costos en las empresas será
proporcionalmente mayor en
aquellas compañías intensivas
en mano de obra menos califi-
cada. En específico, señala que
las firmas típicamente “más
orientadas a operarios, admi-
nistrativos, a las que están en el
rubro de la agricultura, fores-
tales, se van a ver mucho más
afectadas que otras empresas
que están más orientadas a te-
ner equipos de trabajo con sala-
rios más altos, que están sobre
el tope”.

El experto advierte que este ti-
po de rubros está más expuesto
a los riesgos que presenta la im-
plementación de esta reforma,
donde “el gran temor es que no
vaya a saltar el desempleo o la
informalidad de manera signifi-
cativa por este cambio en el sis-
tema, que sabemos que es abso-
lutamente necesario y en la di-
rección correcta”.

Casi 50% más

Según las simulaciones de
Mercer, en un caso extremo que
compara a una empresa donde
todos sus trabajadores perciben
un salario que está por debajo
del tope imponible, versus una
donde todas las remuneraciones
están sobre el límite de $3,4 mi-
llones, las primeras tendrán que

llevar a cabo un ajuste 46,8%
más alto que las segundas este
año, cuando se aplique el primer
punto de mayor cotización que
exige la ley, a partir de agosto

(ver infografía).
Este ejercicio también consta-

ta que, si se añade a los paráme-
tros el impacto del reajuste sala-
rial anual —de acuerdo con la
tendencia histórica—, los futu-
ros incrementos del tope impo-
nible y el efecto de la inflación en
la UF, la brecha entre las mismas
dos empresas alcanza un 30,4%
de mayor costo mensual hacia el
final de la transición, es decir,
hacia el año 2034.

Con todo, desde Mercer se-
ñalan que en el contexto del
mercado laboral chileno, la es-
tructura salarial más común
entre las empresas es aquella
donde entre un 60% y 40%
percibe un sueldo cercano a
$510.000, un 30% se ubica en
el rango medio de en torno a $2
millones y entre un 10% y un
30% se ubica en la parte alta,
por sobre el tope imponible,
con remuneraciones del orden

de $5 millones. En este tipo de
casos, el costo salarial mensual
de las compañías va entre $140
y $230 millones, monto que
por la reforma incrementará
aproximadamente 0,3% este
año, y un 9,5% en plena imple-
mentación, lo que equivale a
unos $21 millones.

De acuerdo con los últimos
datos disponibles de parte del
Instituto Nacional de Estadís-
ticas (INE), el ingreso medio
de las personas ocupadas que
trabajan a jornada completa
(entre 44 y 45 horas semana-
les) fue de $978,7 mil en 2023,
y solo un 2,8% del total de ocu-
pados —considerando infor-
males— se ubicó en el tramo de
ingresos mensuales de $3 mi-
llones o más.

Tomando los mismos casos
representativos del promedio
nacional, en relación con empre-
sas donde todos perciben sala-

rios sobre el tope, Ramírez con-
cluye que “las más pequeñas o
más intensivas en mano de obra
terminarán incrementando sus
costos entre un 10% y un 20%
más que las empresas con perso-
nas más calificadas”.

Soluciones y
sugerencias

Con el fin de favorecer la
adaptación al incremento de
los costos laborales, la reforma
de pensiones contempla una
gradual idea de en total nueve
años para aplicar la mayor coti-
zación de 7 puntos porcentua-
les. En ese calendario, el mayor
costo se concentraría el primer
y segundo año, con 1 punto de
cotización cada uno, 0,8 puntos
al tercer año y 0,7 de ahí en ade-
lante. Solo en caso de que la ley
de cumplimiento tributario re-
caude menos de lo esperado, la

gradualidad se extiende hasta
once años, a razón de 0,5 puntos
desde el quinto año en adelante.

Ramírez considera que se re-
quieren medidas adicionales
para mitigar los efectos negati-
vos del proyecto. En primer lu-
gar, sugiere a las empresas to-
mar en cuenta el tope imponi-
ble y todas las variables que de-
t e r m i n a n e l m a y o r c o s t o
salarial, pero también plantea
que se podrían evaluar medidas
de apoyo adicional: “La verdad,
temas mágicos no hay. Es decir,
lo que se está hablando de im-
puestos, de incentivos al em-
pleo joven, que también son las
personas que tienen sueldos
más bajos, por ahí creemos que
puede haber algunas políticas
públicas que pueden ayudar a
incentivar a que las empresas
más intensivas en capital de tra-
bajo poco calificado no tengan
tantos problemas”.

Ocupaciones cuya remuneración se ubica por debajo del tope imponible:

Alza de costos laborales por pensiones sería
más intensa en empleos menos calificados

En el corto plazo, las empresas cuya planilla de trabajadores no supera los $3,4 millones en salarios podrían
tener que ajustar su presupuesto anual casi un 50% más, en relación con las firmas que pagan sobre dicho límite.

JOAQUÍN AGUILERA R.

Joaquín Ramírez, líder de Wealth
en Mercer Chile.

Los abogados que en Chile
trabajan en los asuntos vincula-
dos con la libre competencia
tienen una buena evaluación
de su institucionalidad, sobre
todo cuando se compara con lo
que piensan sus colegas en
otros países de la región. Pero
hay una excepción: el mundo
jurídico privado chileno re-
prueba cómo actúa la Corte Su-
prema, pues consideran que
tiene carencias en la profundi-
dad de sus análisis y en la pre-
dictabilidad de sus decisiones,
entre otros déficits.

En la encuesta realizada por
el Centro Competencia (CeCo)
de la Universidad Adolfo Ibá-
ñez, en conjunto con George
Washington University, de Es-
tados Unidos, y con el apoyo de
otras universidades de la re-
gión, Chile alcanzó un puntaje
por sobre Perú, Brasil, México,
Argentina, Colombia y Ecua-
dor. En cambio, en la edición del
año pasado Chile se encontraba
segundo, por detrás de Perú.
Sin embargo, existe una notoria
diferencia entre la evaluación
que recibe la Corte Suprema y la
que reciben los otros órganos de
la libre competencia: el Tribu-
nal de Defensa de la Libre Com-
petencia (TDLC) y la Fiscalía
Nacional Económica (FNE).

Por ejemplo, en el grado de pre-
dictibilidad de sus decisiones, el
TDLC recibió un 5,4; la FNE, un
5,3, y la Corte Suprema, un 2,9. La
misma situación se repite en la
profundidad de análisis de las de-
cisiones. El TDLC y la FNE reci-
ben calificaciones sobre 5,6, mien-
tras que a la Corte Suprema se la
evalúa con un 2,6. En la actualiza-
ción de los criterios de la autori-
dad en sus decisiones ante los
avances en el derecho comparado
y los estándares internacionales la
Corte Suprema termina con un
3,1, muy por debajo del 5,8 de la
FNE y del TDLC.

Las causas

El resultado de la encuesta es
que mientras el TDLC y la FNE
son constantemente evaluados
como uno de los mejores órganos
de los países considerados, la
Corte Suprema se queda mucho
más atrás. “Creo que la Corte Su-
prema debiera estudiar con mu-
cha seriedad este trabajo, pues re-
sulta muy preocupante que se en-
cuentre en el último lugar de to-
das las instituciones evaluadas,
incluyendo las de países cuyos
poderes judiciales están envene-
nados por la corrupción”, comen-
ta Jorge Correa Sutil, abogado del
estudio Balbontín, Correa y
Bown y exministro del Tribunal

Constitucional.
Para el abogado, la mala per-

cepción que se tiene de la Corte
Suprema es en aspectos como la
falta de predictibilidad y cohe-
rencia. “La consistencia con de-
cisiones pasadas y la predictibi-
lidad que acarrea son piedras an-
gulares del Estado de Derecho.
Cuando ellas se debilitan, se le-
siona la seguridad jurídica y la
igualdad ante la ley, dos valores
esenciales de la convivencia so-
cial. Sin predictibilidad hay len-
guaje normativo en los libros,
pero no hay derecho vigente y
eficaz, pues este resulta ser un
misterio hasta que se dicta una
decisión judicial. Una sociedad
que no puede anticipar sus re-

glas no puede confiar en sus ins-
tituciones, y ya sabemos lo que
ocurre cuando esa confianza no
existe”, comenta Correa. 

Para Felipe Irarrázabal, direc-
tor del CeCo y exfiscal nacional
económico, será clave en esta
materia cómo se compondrá la
Tercera Sala de la Corte Supre-
ma. “Teníamos un tema adicio-
nal que era una mirada, quizás,
intervencionista y de justicia
material de la Tercera Sala de
Sergio Muñoz. Ese factor ya no
está. Entonces, la pregunta es
¿quién va a reemplazar a Sergio
Muñoz y a Ángela Vivanco en la
Tercera Sala? Si es reemplazado
por alguien que tiene mayor
sensibilidad o conocimiento con

principios de economía y con
una posición en general más de-
ferente respecto a aspectos más
técnicos, estas cifras pueden
cambiar y esto puede mejorar”,
afirma. “Más que un problema
institucional, creo que aquí tene-
mos un tema de personas”, dice.

Celeridad

Tanto en la FNE como el TDLC
valoran las buenas calificaciones
obtenidas. “Nos pone muy con-
tentos que el trabajo que realiza-
mos y las diferentes tareas que
hacemos durante el año para me-
jorar los procesos internos y para
profundizar el estudio de las cau-
sas sea percibido de manera posi-
tiva por parte de la comunidad de
derechos de la competencia en
Chile”, dice Nicolás Rojas, presi-
dente del TDLC.

En la misma línea, Jorge Grun-
berg, fiscal nacional económico,
resalta que el estudio del CeCo,
que en sus inicios era realizado
por la FNE, es “un antecedente
valioso”, que la fiscalía recoge pa-
ra poder ir mejorando. Sin embar-

go, en donde ambos organismos
tienen notas rojas es en la celeri-
dad. “Nosotros estamos conscien-
tes de que allí tenemos un desafío
de ser más rápidos en nuestras in-
vestigaciones, sobre todo también
en mercados que son dinámicos
y, por lo tanto, eso nos impone di-
gamos un deber de hacer las cosas
no solamente bien y con rigor, si-
no que también de forma oportu-
na”, señala Grunberg.

Para el fiscal, una traba en esta
dimensión es el presupuesto, ya
que entre 2018 y 2025 ha bajado
en un 15% en términos reales. En
la misma línea, Rojas señala que
está buscando optimizar sus pro-
cesos internos, pero que hay una
limitación en el volumen de docu-
mentación que tienen los casos de
libre competencia. En general, Ro-
jas dice que la mejora en los proce-
sos “se hace bien difícil por la esca-
sez de recursos que tenemos des-
de hace algún tiempo. Si bien las
causas van en constante aumento,
nosotros seguimos con una planta
de profesionales que es bastante
pequeña para los requerimientos
que tenemos”, acota.

Aunque el país obtuvo la mejor puntuación en una encuesta que midió esta institucionalidad en siete países:

Abogados reprueban a la Corte Suprema 
al evaluar su papel en libre competencia

CATALINA MUÑOZ-KAPPES Mientras los litigantes en Chile califican positivamente a la
Fiscalía Nacional Económica y el TDLC, el máximo tribunal de
justicia obtiene nota roja en temas importantes para el derecho
como la predictibilidad y la coherencia.

En el sondeo realizado por el Centro Competencia (CeCo) de la Universidad Adolfo Ibáñez, la predictibilidad de las
decisiones de la Corte Suprema es calificada con un 2,9. 
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